DECRETO NÚMERO 0765 DE 1977 

(Abril 1.) 


Por el cual se reglamentan los artículos 30, 31 y 32 del Decreto -Ley 196 de 1971, y se regula 

la prestación del servicio profesional para optar al título de abogado. 


El presidente de la República de Colombia, en uso de las facultades que le confiere el numeral 

3 o . Del artículo 120 de la Constitución Nacional, 

DECRETA: 

ARTICULO 1. Los consultorios jurídicos a que se refiere el artículo 30 del decreto -Ley 196 de 
1971, deben cumplir los siguientes requisitos: 

1. Estar dirigidos por un abogado titulado dedicado exclusivamente al consultorio, que 
tenga experiencia en docencia universitaria o práctica profesional no inferior a cinco (5) 
años, quien debe ejercer el profesorado en la facultad o ser abogado de pobres del 
Servicio Jurídico Popular. Si el Consultorio tuviere más de 100 alumnos, deberá contar 
igualmente con un director administrativo. 

2. Tener asesores que sean abogados titulados con experiencia profesional no inferior a 
tres (3) años, en cada una de las áreas de derecho público, penal, privado y laboral, 
uno de tiempo completo por cada cincuenta (50) alumnos en cada una de ellas, o de 
tiempo parcial proporcional al número de alumnos. 

3. Tener un monitor en cada una de las áreas mencionadas por cada veinte (20) alumnos 
inscritos en ellas, quien deberá ser egresado, o alumno de último año de la carrera. 

4. Disponer de locales en condiciones adecuadas para el trabajo de los profesores, 
monitores y alumnos, y muebles, biblioteca y equipos suficientes para el 
funcionamiento del consultorio. 

ARTICULO 2 o . El funcionamiento de los consultorios debe ser aprobado por el Tribunal 
Superior del Distrito Judicial donde funcione la respectiva facultad -sala de Gobierno- previo el 
cumplimiento del siguiente trámite: 

1. El decano de la Facultad interesada deberá enviar una solicitud al respectivo tribunal 
acompañada del certificado que acredite el reconocimiento oficial de la misma, y de la 
copia autentica de la providencia de la cual la universidad o facultad autoriza y 
reglamenta el funcionamiento del consultorio. 

2. Recibida la solicitud por el tribunal éste procederá a su estudio, y si la encontraré 
correcta, ordenará practicar visitar al consultorio para verificar el cumplimiento de los 
requisitos señalados en el artículo anterior, si de acuerdo con la documentación y la 
visita del tribunal encontrare que se cumplen los requisitos exigidos por las 
disposiciones vigentes al momento de formularse la solicitud, le impartirá su 
aprobación, decisión que comunicará a la facultad respectiva, al Ministerio de Justicia y 
al Instituto colombiano para el Fomento de la Educación Superior, ICFES. 

ARTICULO 3. Los alumnos de los (2) últimos años de la carrera deberán trabajar en el 
consultorio durante dos semestres por lo menos, atendiendo los casos que se le asignen. En 
ningún caso se les podrá encomendar la atención de asuntos distintos a los señalados en el 
artículo 30 del Decreto 196 de 1971. 

Para poder actuar ante las autoridades jurisdiccionales, los alumnos requieren autorización 
expresa dada para cada caso por el director del consultorio ala cual se anexará al expediente 
respectivo. 

PARAGRADO. El cumplimiento de este requisito académico puede sustituirse por la prestación 
de servicios por un lapso no inferior a un año y con posterioridad al sexto (6 o ) semestre de la 
carrera en cualquier cargo de la rama judicial o del Ministerio Público, o por la vinculación en 
las mismas condiciones como empleado público o trabajador oficial en empleos con funciones 
jurídicas en entidades públicas de cualquier orden. Los consejos directivos de las respectivas 


facultades de derecho decidirán sobre las solicitudes que presenten los alumnos sobre esta 
situación. 


ARTICULO 4. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 9 o . Del Decreto 225 de 1977, las 
personas que hayan terminado sus estudios de derecho podrán cumplir el requisito de servicio 
profesional para optar al título de abogado en el consultorio jurídico de la respectiva facultad, 
siempre que se cumplan las siguientes condiciones: 

1. Que el consultorio haya obtenido la aprobación del Tribunal Superior, y reúna los 
requisitos señalados, en el artículo I o . De este decreto en el momento que se preste el 
servicio profesional. 

2. Que a más del personal señalado en dicho artículo, cuente con un profesor de tiempo 
completo o con uno de los abogados de pobres a que se refiere el artículo 30 del 
Decreto -Ley 196 de 1971, por cada veinte (20) egresados, dedicado exclusivamente a 
la dirección de los trabajos de los mismos, quien debe ser abogado titulado con 
experiencia profesional no inferior a tres (3) años, cuando se trate de atención de 
asuntos penales o de familia, esta dirección preferencialmente estará a cargo de 
profesores que fueren abogados del Ministerio de Justicia o del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar. 

3. Que el egresado haya obtenido la licencia temporal de que habla el artículo 32 de I 
decreto 196 de 1971 con antelación a su vinculación de consultorio, y haya sido 
seleccionado por la respectiva. 

4. Que el profesional bajo cuya dirección trabajó el egresado y el director del consultorio 
certifiquen el cumplimiento del requisito del servicio profesional, especificando cada 
uno de los negocios adelantados por el practicante y la oficina ante la cual se 
tramitaron, el tiempo de duración de la práctica y la calida del trabajo realizado. 

5. Que el egresado no haya sido sancionado disciplinariamente por falta en el ejercicio de 
la profesión dentro o fuera del consultorio. 

ARTICULO 5. La certificación de haberse cumplido el requisito del servicio profesional en el 
consultorio será expedida por el Ministerio de Justicia, previa solicitud escrita formulada por el 
interesado acompañada de los documentos que para el efecto se señale. 

El ministerio se abstendrá de certificar el cumplimiento del requisito del servicio profesional en 
no solo por la omisión de las exigiencias señaladas en el artículo anterior, sino también por la 
baja calidad del trabajo realizado por el egresado, según la certificación expedida por quienes 
tuvieron a su cargo la supervisión del mismo. 

El Ministerio practicará viditas periódicas a los consultorios para verificar el cumplimiento de 
los requisitos señalados en los numerales 1 y 2 del artículo anterior. 

ARTICULO 6 o . Para que el servicio profesional para optar al título de abogado se pueda 
cumplir con dos (2) años de ejercicio de la profesional, según lo dispuesto por el artículo 9 o . 
Del decreto 225 de 1977, deberán reunirse los siguientes requisitos: 

a. Que al iniciar el ejercicio profesional el interesado haya obtenido la correspondiente 
licencia de egresado a que se refiere el artículo 32 del decreto 196 de 1971. 

b. Que la práctica profesional se realice bajo la supervisión de abogados titulados, 
previamente autorizados por la facultad en donde terminaron estudios los practicantes. 
La solicitud de autorización deberá hacerse ante consejo directivo de dicha facultad, 
quien podrá discrecionalmente aceptarla o rechazarla. La lista actualizada de 
profesionales autorizados deberá ser enviada semestralmente al Ministerio de Justicia. 

c. Que durante la práctica profesional el egresado atienda desde su iniciación hasta su 
finalización un mínimo de treinta (30) asuntos. 

d. Que el practicante no haya sido sancionado por faltas contempladas en el título VI del 
Decreto 196 se 1971. 

ARTICULO 7. El cumplimiento del requisito del servicio profesional en el caso previsto en el 
artículo anterior será certificado por el Ministerio de Justicia, previa solicitud escrita del 
interesado, acompañada de los documentos que se señale. En todo caso se pedirá al abogado 
que las supervisó certificación sobre la realización de las mismas, con especificación de cada 



uno de los negocios adelantados por el practicante y de la oficina ante la cual se tramitaron, 
tiempo de duración de la práctica y calidad del trabajo realizado. 


El ministerio se abstendrá de certificar el cumplimiento del requisito de los requerimientos 
señalados en el artículo anterior, sino también por la baja calida del trabajo realizado por el 
egresado según la certificación expedida por quien tuvo a su cargo la supervisión del mismo. 

ARTICULO 8. Los egresados que pretendan ejercer la profesión en los casos a que se refiere 
el artículo 31 del Decreto 196 de 1971, deberán solicitar por escrito al tribunal Superior del 
Distrito Judicial de su domicilio la expedición de la licencia temporal, acompañando a su 
petición los siguientes documentos: 

a) Certificado expedido por el decano de la respectiva facultad donde conste que ha 
cursado y aprobado los estudios reglamentarios de derecho, con indicación de la fecha 
de terminación de estudios. 

b) Certificado expedido por el director del consultorio jurídico de la respectiva facultad en 
donde conste que cumplió plenamente con el requisito académico del consultorio 
jurídico. 

ARTICULO 9. La solicitud a que se refiere el artículo anterior será repartida inmediatamente al 
respectivo magistrado sustanciador, quien resolverá sobre su admisión dentro de los (3) días 
siguientes. 

Si la encontrare admisible, la sala de decisión expedirá la licencia temporal. 

Si la encontraré inadmisible el sustanciador, así lo decidirá en providencia motivada, contra la 
cual procede el recurso de súplica ante los otros magistrados que componen la respectiva sala 
de decisión. 

PARAGRAFO. En firme la providencia por la cual se otorga la licencia temporal, el Tribunal que 
la Hubiere concedido enviará copia al Ministerio de Justicia, División de Asesoría a la Rama 
Jurisdiccional, 

ARTICULO 10. Las Solicitudes de licencia temporal serán repartidas por el Presidente del 
Tribunal a los magistrados en orden alfabético. El magistrado a quien corresponde el reparto 
actuará como sustanciador e integrará la sala de decisión con los dos magistrados que le sigan 
en orden alfabético. 

ARTICULO 11. En la actuación a que diere lugar la solicitud de licencia temporal será parte del 
Ministerio Público representado por el Fiscal del Tribunal. 

ARTICULO 12. En la licencia temporal que otorguen los tribunales superiores del Distrito 
judicial, deberán consignarse los siguientes datos: 

a. Tribunal que otorgan la licencia temporal; 

b. Número y fecha de la providencia respectiva. 

c. Nombre completo de la persona y documento de identificación personal. 

d. Facultad de derecho donde cursó y aprobó los estudios reglamentarios y fecha de 
terminación de los mismos, y 

e. Fecha de terminación de la licencia temporal concedida. 

PARAGRAFO. En ningún caso la licencia será prorrogable, no se podrá expedir una nueva al 
vencimiento de la concedida. 

ARTICULO 13. Para litigar en los asuntos a que se refiere el artículo 31 del decreto 196 de 
1971, se deberá presentar ante ante los funcionarios y autoridades competentes indicados en 
dicho artículo, la copia de la licencia temporal concedida por el Tribunal Superior del Distrito 
Judicial, debidamente rubricada por el Presidente y secretario de la corporación. 

No se podrá dar curso a los escritos que presente quien litigue con licencia temporal, mientras 
no acredite ante el funcionario encargado de recibirlos, que dicha licencia esta vigente. 



ARTICULO 14. Las certificaciones a que se refiere el numeral 4 o . Del artículo 4 o . Del inciso 2 o . 
Del artículo 7 o . Y el literal b) del artículo 8 o . Se darán bajo la gravedad del juramento, para lo 
cual bastará la presentación personal de los dignatarios de las mismas ante cualquier 
despacho judicial. 

Cualquier falsedad en dichas certificaciones será sancionada de acuerdo con lo dispuesto en el 
numeral 8 o . Del artículo 48 del decreto 196 de 1971, sin perjuicio de la responsabilidad penal a 
que hubiere lugar. 

ARTICULO 15. Este Decreto rige a partir de la fecha de su expedición y deroga y el Decreto 
2460 de 1971, el numeral 6 o . Del artículo 4 o . Del decreto 1189 de 1974, y demás normas que le 
sean contrarias. 

Publíquese y Cúmplase. 

Dado en Bogotá, D, E. a I o . De abril de 1977. 

ALFONSO LOPEZ MICHELSEN 

El Ministro de Justicia 

CESAR GOMEZ ESTRADA 



